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Señor Presidente

Honorables senadoras y senadores

Agradecemos esta invitación

En esta oportunidad expongo en representación de la  Asociación Nacional de Funcionarios del SENAME-AFUSE, primera organización que se constituye en el SENAME junto con la recuperación de la democracia, contando con más de 2100 asociados y asociadas de todo el país.  Destacar que, junto con las asociaciones nacionales ANTRASE y ANFUR formamos el Frente de Trabajadores de SENAME, los que en conjunto representamos a más del 90% de los trabajadores asociados en este Servicio.
Señalar que hemos estado presente en todas las instancias que han puesto sobre la mesa las problemáticas relativas a la infancia y adolescencia, buscando siempre el camino que lleve a nuestra institución a cumplir con los objetivos de brindar una atención de calidad a todos los NNA ingresados a nuestros programas, pero - por muchos años - no hemos sido escuchados como hubiéramos querido y, es por esto, que en esta ocasión así como el Gobierno ha levantado la consigna de los “niños primero” nosotros lo hemos complementado y ha quedado “los niños primero y los trabajadores también”.
Es importante hacer presente que adherimos plenamente al hecho que hay que mejorar la calidad de atención de niños, niñas y jóvenes que atiende SENAME de los que, en un tiempo más, se hará cargo este Servicio de Protección Especializada, en discusión. 
Lamentablemente, tal como lo expresa en el mensaje S.E. el Presidente de la Republica, con el que inicia este proyecto de ley, “el Estado de Chile tiene una deuda histórica con la niñez…”.
De igual forma, creemos necesario hacer presente que el avance en un proyecto de nuevo Servicio Nacional de Protección Especializada requiere contar, obligadamente, con una ley que sea coherente y concordante con las nuevas obligaciones que se le debe imponer a este nuevo Servicio.  Por ello, es fundamental tener aprobada la ley que establece un Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez, la que fue presentada en septiembre del año 2015 y que se encuentra en este Senado con urgencia Simple.

Desde nuestra perspectiva, sin su completa tramitación es irresponsable avanzar en el Proyecto de Servicio anteriormente señalado. Es importante recordar, que en el primer gobierno del Presidente Piñera, en plena discusión del primer proyecto de Servicio de Protección, los diputados de oposición de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de esa época, se retiraron de una sesión de la Comisión aduciendo que se requería - para discutir un Servicio de Protección - contar previamente con una ley que fije directrices acerca de lo que debería realizar este nuevo Servicio.

SITUACIÓN ACTUAL DE SENAME EN PROTECCIÓN:

En lo que se refiere a la gestión de la actual administración, la que asumió desde los inicios de esta administración, la decisión política del Gobierno de cerrar todos los Centros de Reparación Especializados existentes en el país, y no solo el CREAD de Playa Ancha como había sido solicitado en un informe el Comité de Derechos del Niño de las Naciones Unidas y, además, se ha propuesto cerrar los restantes CREAD existentes en el país en un plazo de 3 años, siendo reemplazados por nuevos programas denominados Residencias de Vida Familiar y Residencias de Alta Especialidad (RAE).

Son 905 funcionarios y funcionarias de SENAME que se desempeñan en los CREAD de administración directa y, para estos trabajadores, el Servicio ofreció ocupar cargos en estas nuevas Residencias, en la medida que aprueben una evaluación psicolaboral y, para quienes no superen estas pruebas o sus cargos no se requieran, el término de la contrata. 
Ante este contexto, en noviembre del año pasado presentamos como FRENTE DE TRABAJADORES un recurso ante la Contraloría General de la República, solicitando declarar ilegal  lo obrado por la administración del Servicio, por considerar que los funcionarios públicos ya tenemos nuestro propio proceso de evaluación, establecido en el Estatuto Administrativo, y por tanto los traspasos se debían efectuar sin condiciones. 
En paralelo, y sin renunciar a nuestro requerimiento, estimamos necesario llegar a un acuerdo con la Directora Nacional que, sin retirar nuestro recurso a la Contraloría, tendiente a generar beneficios para quienes no tengan continuidad por no cumplir con las exigencias de las evaluaciones o no deseen continuar en estos nuevos modelos de Residencia o en el propio Servicio.

Para ejecutar este acuerdo se incorporó en la ley Nº 21.126 de Reajuste de Remuneraciones del sector Público 2 artículos misceláneos, exclusivo para estos funcionarios/as de CREAD, uno de ellos, el número 52, que permite una indemnización con tope 11 meses para quienes cesen sus funciones por razones fundadas o necesidades del Servicio; y, el número 53, que permite acceder a los beneficios establecidos en el Título II de la ley N° 19.882 y de la ley N° 20.948, las edades indicadas en el inciso primero del artículo Octavo y en el inciso segundo del artículo Noveno de la ley N° 19.882 y en el artículo 1 de la ley N° 20.948 las que podrán rebajarse hasta cinco años, respecto de los funcionarios y funcionarias del Servicio Nacional de Menores que ejerzan sus funciones en centros de reparación especializada de administración directa de dicho Servicio y que renuncien voluntariamente a sus cargos, con motivo del cierre o reestructuración del Centro en que se desempeñan para el establecimiento de residencias familiares.

Cabe señalar que, en la negociación de este acuerdo con la Directora Nacional de SENAME, solicitamos expresamente que sus efectos eran exclusivos para funcionarios de los CREAD, ya que en este caso era cierre de programas.
Por consiguiente, estos artículos no son aplicables para el resto de los funcionarios, 3473 en todo el país, quienes deberían encasillarse en los dos nuevos Servicios continuadores del actual SENAME y, por consiguiente, no deberían ser objeto de ninguna evaluación que condicione la continuidad en la administración.
Sobre la tramitación de los proyectos que dividen al SENAME, en el gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet sobre los dos Proyectos continuadores del actual SENAME, uno en el ámbito de Protección Especializada de la Niñez y Adolescencia y, el otro de Reinserción Social Juvenil, podemos señalar que como Frente de Trabajadores estuvimos participando en una mesa de trabajo, instancias que recogían nuestros aportes y observaciones.   Con el cambio de Gobierno, quedamos totalmente excluidos de los dos proyectos y de toda discusión normativa en relación a los niños/as y a los jóvenes que el actual SENAME atiende y respecto del futuro de los funcionarios y funcionarias.

Sobre este proyecto, que inicia su discusión en esta Comisión indicar que, en su último trámite en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados el Ejecutivo, a través del Subsecretario de Justicia, Subsecretaria de la Niñez y representantes del Ministerio de Hacienda y Ministerio Secretaría General de la Presidencia, se comprometió a instalar una mesa para tratar las reformas del SENAME, en el entendido que obtendríamos acuerdos beneficiosos en relación al traspaso de los actuales funcionarios de SENAME a los dos nuevos Servicios, pero en la realidad, al momento actual, su resultado a la fecha ha sido nulo.
CUAL ES LA PROPUESTA DEL GOBIERNO RELATIVA AL TRASPASO A DOS NUEVOS SERVICIOS:

El gobierno, a través del Subsecretario de Justicia, ha planteado un documento denominado “PROCESO DE EVALUACIÓN PARA EL TRASPASO DE SENAME A LOS NUEVOS SERVICIOS DE PROTECCIÓN A LA NIÑEZ Y REINSERCIÓN JUVENIL”, cuyo contenido principal señala:  “proceso de evaluación alcanzará a todos los funcionarios(as) que serán parte de los nuevos Servicios”, definiendo principios generales de cargos homologables y no homologables y evaluación de determinadas competencias transversales (para todos los cargos) y además competencias conductuales para quienes trabajan con niños, niñas y adolescentes.

Si bien el documento no lo explicita, las autoridades señalaron verbalmente que, quienes no cumplan con el proceso de evaluación, no serían considerados en el traspaso hacia los dos nuevos Servicios.

Desde el punto de vista del compromiso del Ejecutivo ante la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados, podemos afirmar que nada significativo hemos obtenido de sus reuniones y, por el contrario, solo han explicitado su propósito de no respetar la estabilidad laboral, amenazando con la incorporación de indicaciones al proyecto.
SOBRE LOS CONTENIDOS DEL PROYECTO:
Sobre el Titulo II, Organización y Funciones

En el artículo 5, sobre la Organización, se indica en una de sus partes “un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social, suscrito además por el Ministerio de Hacienda, determinará la estructura interna del Servicio”. 

NO compartimos que la estructura y orgánica interna del Servicio sea determinada vía DFL del Ministerio de Desarrollo Social. 

Es necesario sobre esta materia construir acuerdos con el Frente de Trabajadores/as de SENAME respecto al traspaso de los funcionarios/as a los nuevos Servicios, respetando su condición laboral y remuneración, lo que hoy en los proyectos no se ve reflejado.

Destacar en el Título III  de la Protección Especializada, Párrafo 1 de las líneas de acción en el artículo 18 de hacerse cargo de los niños llamados “inimputables”, es decir niños y niñas menores de 14 que habiendo cometido delito no tienen responsabilidad penal y esa atención debe propender a la integración social. Tema en el que hemos insistido por largo tiempo.

Donde definitivamente no estamos de acuerdo, salvo que se precise en la ley su correcto propósito, está contenido en el Título IV del Patrimonio y del Personal, Párrafo 2, artículo 54, que en una de sus partes señala    “El personal del Servicio que tenga trato directo con niños, niñas y adolescentes deberá tener una salud mental y física comprobable compatible con el cargo, y las cualificaciones profesionales necesarias para un correcto ejercicio del mismo.  En razón de lo anterior, el personal deberá someterse cada dos años a una evaluación de salud física y mental.  Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social determinará el procedimiento mediante el cual se realizará dicha evaluación.”

En torno a este punto, el proyecto no se hace cargo de los históricos déficits de personal, con turnos de hasta 36 horas continuas, ambientes insanos, trabajadores/as agotados y enfermos, alto número de licencias médicas. En este contexto de trabajo que nos entrega el Estado empleador, nos preguntamos:

¿El sistema que acredita salud compatible con el trabajo en el Estado para este nuevo Servicio de Protección a la Niñez será distinto al existente para los otros servicios públicos?

¿Existirán programas de salud laboral para los trabajadores/as para generar condiciones óptimas de trabajo?,

¿Qué se hará con las personas que no pasen la evaluación de salud física y mental que implementarán cada dos años?

¿Cómo se abordará la realidad actual que, de acuerdo a datos del propio SENAME del año 2017, de los 488 accidentes de trabajo, con días de pérdida efectiva de trabajo, el 53% de ellos correspondió a lesiones provocadas por agresiones provocadas por niños, niñas y/o adolescentes? 

¿Qué se hará con aquellos funcionarios y funcionarias que, obviamente será fácil acreditar, han sido dañadas mental y físicamente?

¿Cuál será el sistema de turno que permitirá mantener estas condiciones físicas y mentales?

En mérito a lo expuesto, para nosotros, este artículo 54 resulta inaceptable, puesto que no solo constituiría una situación única en la Administración Central del Estado  donde, además, el Ejecutivo no señala nada con respecto a los resultados de esta evaluación, indicando solamente  que - para estos efectos - elaborará un reglamento el Ministerio de Desarrollo Social.  

Se requiere que este artículo se derogue o que el Ejecutivo establezca, en la misma ley, el procedimiento que resguarde los derechos básicos de un trabajador público. 

Además, resulta inaceptable que ésta sea una norma exclusiva para los funcionarios del Servicio de Protección a la Niñez y no al personal de los organismos acreditados.  Este artículo podría ser inconstitucional y esperamos que este Senado intervenga en esta materia.

Se debe respetar que las condiciones para este nuevo Servicio continuador del SENAME, sean en las mismas que se han otorgado para otros servicios, respetando los derechos de los trabajadores y la legalidad vigente.
Las normas señalan:

TÍTULO V, DISPOSICIÓN FINAL 
Artículo 58.- De la sucesión legal. El Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y la Adolescencia, en el ámbito de las funciones y atribuciones que otorga esta ley, será considerado, para todos los efectos, sucesor y continuador legal del Servicio Nacional de Menores, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones, con excepción de las materias de administración y ejecución de las medidas y sanciones contempladas por la ley N° 20.084 y, en general, todas aquellas que el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil asuma, cualquiera sea su denominación legal

En esta línea para nosotros resulta obvio que, dentro de sus obligaciones, está el hacerse cargo de todo el personal actual que se desempeña en el SENAME.

Disposiciones transitorias 
Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que dentro del plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de esta ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Desarrollo Social y suscritos por los Ministros de Justicia y Derechos Humanos y de Hacienda, establezca las normas necesarias para regular las siguientes materias: 
1. Fijar las plantas de personal del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y la Adolescencia y dictar todas las normas necesarias para su adecuada estructuración y funcionamiento. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza, de carrera, aquellos para efectos de la aplicación de los dispuesto en el artículo 8 de la ley N° 18.834,
2. También podrá disponer, sin solución de continuidad, el traspaso desde el Servicio Nacional de Menores al Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y la Adolescencia de aquellos funcionarios que cumplan con los requisitos que se establezcan para el desempeño de los cargos del personal del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y la Adolescencia, y sus perfiles. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije la planta del personal se podrá determinar la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios que podrán ser traspasados por estamento y calidad jurídica, y se podrá establecer, además, el o los plazos en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y suscrito por el Ministro de Desarrollo Social. 
Finalmente Presidente, Honorables Senadoras y Senadores, presentamos demandas que queremos agregar al articulado del Proyecto:

INCENTIVOS AL RETIRO

Proponemos necesario incorporar a este proyecto la mantención de los dos artículos 52 y 53 de la ley 21126, de Reajuste a los trabajadores del Sector Público de fecha 17 de diciembre de 2018, con la condición de que sean ambos para quienes voluntariamente no deseen ser encasillados en este nuevo Servicio.

ALIMENTACIÓN:


Para ambos Servicios se requiere incorporar un artículo único, similar al que tiene Gendarmería de Chile, que incluye a todos los funcionarios de los nuevos Servicios que cumplan jornada no inferior a 44 horas semanales de trabajo.

 La Contraloría General de la República ha cuestionado que el SENAME otorgue alimentación a sus funcionaros, por no estar en la ley orgánica. (Hoy se entrega alimentación a todos y todas los funcionarios que trabajan en Centros de Administración Directa de SENAME vía glosa presupuestaria)
PROPUESTA DE FERIADO DIFERENCIADO:

Considerando el trabajo tensional y desgastante que desarrolla el personal de trato directo de las dos áreas de atención directa, estimamos necesario establecer un tiempo de descanso superior al resto de los funcionarios de ambos Servicios.   Esta propuesta se basa en el tratamiento que nuestra sociedad otorga al personal de salud de urgencias a través de la ley 19264 de 1993.

MEDIDAS ESPECIALES PARA NNA PERTENECIENTES A PUEBLOS ORIGINARIOS ACORDE AL CONVENIO 169 SOBRE PUEBLOS INDÍGENAS EN PAÍSES LA OIT 
Sobre esta materia, y en cumplimiento del Derecho Internacional de los Derechos Humanos es necesario que la ley establezca normas especiales para NNA provenientes de Pueblos Originarios y Tribales en países independientes y de migrantes.
Cabe señalar que con fecha 28 de septiembre de 1993, el gobierno de Chile promulga la Ley 19. 253, que en su art 1 establece que el Estado de Chile reconoce como principales etnias indígenas de Chile a la Mapuche, Aimara, Rapa Nui o Pascuenses, las comunidades Atacameñas, Quechuas, Collas y Diaguita del norte del país, las comunidades Kawashkaro Alacalufe y Yámana o Yagán de los canales australes, lo que debería establecer un modelo de intervención diferenciado para los niños pertenecientes a los pueblos originarios ajustado a las peculiaridades culturales según sea la etnia a que pertenezca.

Muchas gracias Señor Presidente.
